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 ANUNCIO de 29 de abril de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada recaída en el expediente 
que se cita.

Expediente: S-EP-AL-000019-08. 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a la re-
currente Estefanía Casellas Martínez de la resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico al recurso administrativo in-
terpuesto, contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Almería, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 19 de febrero de 2009.
Visto el recurso interpuesto y sobre la base de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia de denuncia formulada por 
agentes de la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad Autó-
noma, por la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía 
en Almería se incoó expediente sancionador contra Doña Es-
tefanía Casellas Martínez, titular del establecimiento denomi-
nado “Cafetería Avenida”, sito en la Avenida 28 de Febrero, 
núm. 21, del municipio de Benahadux, por supuesta infrac-
ción a lo dispuesto en la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de 
Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía 
(en adelante LEEPP), al hacerse constar en ella que el día 7 de 
diciembre de 2007, el citado establecimiento se encontraba 
abierto no disponiendo del seguro de responsabilidad civil es-
tablecido en la propia Ley y Decreto 109/2005, de 26 de abril, 
por el que se regulan los requisitos de los contratos de seguro 
obligatorio de responsabilidad civil en materia de Espectácu-
los Públicos y Actividades Recreativas, pues el existente no se 
ajustaba a dicha normativa.

Segundo. Tramitado el expediente, el Sr. Delegado dictó 
resolución de fecha 4 de junio de 2008, por la que se le impo-
nía una sanción consistente en multa por importe de trescien-
tos (300) euros, como responsable de una infracción tipificada 
y calificada de muy grave en el artículo 19.12 de la LEEPP, 
consistente en la carencia o falta de vigencia del contrato del 
seguro obligatorio de responsabilidad civil, en los términos 
normativamente exigidos, al considerarse probados los he-
chos objeto de denuncia.

Tercero. Notificada dicha resolución en fecha 13 de junio 
de 2008, el interesado interpone recurso de alzada en fecha 
15 de julio de 2008, formulando las alegaciones que constan 
en él y que se dan por reproducidas en aras del principio de 
eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

I. Esta Secretaría General Técnica es competente, por 
delegación de la Consejera, realizada por la Orden de 30 de 
junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

II. El recurso interpuesto por doña Estefanía Casellas 
Martínez contra la resolución recaída en el expediente citado 
en el encabezamiento, fue presentado en el registro de la De-
legación de la Consejería de Justicia y Administración Pública 
en Almería, en fecha 15 de julio de 2008. Puesto que se en-
cuentra acreditado en el expediente que la notificación de la 
resolución sancionadora tuvo lugar el día 13 de junio de 2008, 
hay que establecer que la presentación del recurso fue extem-
poránea, pues se había excedido el plazo de un mes estable-
cido para llevar a cabo dicha impugnación. 

La forma del cómputo del plazo para interponer el re-
curso, un mes contado de fecha a fecha, ha quedado fijada 
por una extensa jurisprudencia, de la que puede citarse la sen-
tencia del Tribunal Supremo de 13 de febrero de 1998, según 
la cual “En síntesis este criterio que luego sería acogido por 
el art. 48.2 y 4, párrafo segundo de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, puede re-
sumirse, incluso antes de esta Ley, en los siguientes términos: 
“en los plazos señalados por meses, y aunque el cómputo de 
fecha a fecha se inicie al día siguiente al de la notificación o 
publicación, el día final de dichos plazos será siempre el co-
rrespondiente al mismo número ordinal del día de la notifica-
ción o publicación del mes o año que corresponda (SSTS 25 
mayo y 21 noviembre 1985, 24 marzo y 26 mayo 1986, 30 
septiembre y 20 diciembre, 12 mayo 1989, 2 abril y 30 oc-
tubre 1990, 9 enero y 26 febrero 1991, 18 febrero 1994, 25 
octubre, 19 julio y 24 noviembre 1995 y 16 julio y 2 diciembre 
1997, entre otras muchas)”.

Por tanto, el último día hábil para la interposición del re-
curso era el día 13 de julio, habiéndose sobrepasado el plazo 
en un día, ya que tuvo lugar el día 15 del mismo mes, puesto 
que el anterior, 14 de julio, domingo, era inhábil.

Por cuanto antecede, vista las normas legales citadas y 
demás de general aplicación, 

R E S U E L V O

No admitir, por extemporáneo, el recurso interpuesto con-
tra la resolución del Sr. Delegado del Gobierno en Almería, de 
fecha 4 de junio de 2008, recaída en expediente AL-19/08-EP, 
confirmándola en todos sus extremos.

Notifíquese la presente Resolución al interesado, con in-
dicación de los recursos que contra la misma procedan. La 
Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 29 de abril de 2009.- El Jefe del Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 29 de abril de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica resolución 
adoptada a recurso de alzada recaída en el expediente 
que se cita.

Expediente: S-EP-SE-000162-07.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 

la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal a 
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la recurrente Lidia Catalina Nazar de la resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico al recurso administrativo in-
terpuesto contra la dictada por el Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Sevilla, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 27 de marzo de 2009.
Visto el expediente tramitado y el escrito de interposición 

del recurso, se establecen los siguientes:

A N T E C E D E N T E S

Primero. En fecha 30 de julio de 2008, por la Delegación 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla se resuelve 
imponer a doña Lidia Catalina Nazar, titular del estableci-
miento público denominado “Bar Casa Enrique”, sito en la ca-
lle Juan Carbonell Barrios, núm. 12, de Santiponce, la sanción 
de multa por importe total de dos mil doscientos cincuenta 
euros (2.250 euros), como responsable de tres infracciones 
administrativas tipificadas en los artículos 19.12, 20.1 y 20.13 
de la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Pú-
blicos y Actividades Recreativas. Consta en el expediente la 
notificación a la interesada en el día 4 de agosto de 2008.

Segundo. Contra la anterior Resolución, por doña Lidia 
Catalina Nazar se interpone recurso de alzada el 22 de agosto 
de 2008.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Corresponde a la Consejera de Gobernación el 
conocimiento y resolución del recurso de alzada interpuesto, 
de acuerdo con los artículos 107.1 y 114 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en 
relación con el artículo 26.2.j) de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. Por Or-
den de 30 de junio de 2004 se delega en la Secretaria General 
Técnica la resolución de los recursos administrativos.

Segundo. De conformidad con los artículos 31 y 115 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, el recurso ha sido interpuesto por quien es titular de 
un interés directo que le confiere legitimación activa y cum-
pliendo los requisitos formales legalmente exigidos.

Tercero. El objeto del presente recurso es la Resolución 
de 30 de julio de 2008, de la Delegación del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Sevilla, que impone a doña Lidia Cata-
lina Nazar sanción de multa, al considerar como hechos pro-
bados que, según acta de denuncia de la Unidad del Cuerpo 
Nacional de Policía adscrita a la Comunidad Autónoma de An-
dalucía, de 17 de enero de 2007, el establecimiento público 
de su titularidad denominado “Bar Casa Enrique”, sito en
C/ Juan Carbonell Barrios, núm. 12, de Santiponce, pre-
senta las siguientes deficiencias: a) Carecer de seguro obli-
gatorio de responsabilidad civil, circunstancia que constituye 
la infracción administrativa de carácter muy grave tipificada 
en el artículo 19.12 de la Ley de Espectáculos Públicos y 
Actividades Recreativas y que es sancionada con multa de 
1.000 euros; b) No disponer de licencia municipal de aper-
tura, circunstancia que constituye la infracción administra-
tiva de carácter grave tipificada en el artículo 20.1 de la Ley 
de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas y que 

es sancionada con multa de 900 euros; y c) No contar con 
impresos oficiales de quejas y reclamaciones, circunstancia 
que constituye la infracción administrativa de carácter grave 
tipificada en el artículo 20.13 de la Ley de Espectáculos Pú-
blicos y Actividades Recreativas y que es sancionada con 
multa de 350 euros.

Frente a la resolución sancionadora la interesada rei-
tera las alegaciones formuladas durante las actuaciones 
previas al procedimiento sancionador, en obligada síntesis, 
que el establecimiento no se encontraba abierto al público, 
pues se estaban realizando reformas y modificaciones en 
el local. Sin embargo, el recurso no puede ser estimado, 
pues la realidad de los hechos imputados queda acreditada 
por el resultado de las actuaciones realizadas que figuran 
en el acta de denuncia de la Unidad del Cuerpo Nacional 
de Policía adscrita a la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
de 17 de enero de 2007 —posteriormente ratificada en to-
dos sus términos mediante informe de 2 de julio de 2007—, 
con el valor probatorio previsto en el artículo 137.3 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, y en el artículo 5 del Decreto 165/2003, 
de 17 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Inspección, Control y Régimen Sancionador de Espectácu-
los Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía, que 
no queda desvirtuado por las meras manifestaciones de la 
interesada, por cuanto en la referida acta de denuncia se 
hace constar expresamente por los agentes intervinientes 
que “el local está abierto ejerciendo actividad de bar”. Por 
lo demás, el valor de las actas de inspección como prueba 
suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia ha 
sido ratificado tanto por la doctrina del Tribunal Constitu-
cional —en este sentido, la Sentencia 76/1990, de 26 de 
abril—, como por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo 
—por todas, la Sentencia de 25 de marzo de 1992, de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo—.

En su consecuencia, vistos la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común; la Ley 13/1999, 
de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades 
Recreativas; el Decreto 165/2003, de 17 de junio, por el que 
se aprueba el Reglamento de Inspección, Control y Régimen 
Sancionador de Espectáculos Públicos y Actividades Recreati-
vas de Andalucía; y demás normativa aplicable,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña 
Lidia Catalina Nazar, contra la Resolución de 30 de julio de 
2008, de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía 
en Sevilla, por la que se resuelve el expediente sancionador 
SE-162/07-EP, confirmando la resolución impugnada.

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan. 
La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 29 de abril de 2009.- El Jefe del Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 


